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ASISTENCIA A MUNICIPIOS


Núm. R. E. L. 0245000


El Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de… mediante escrito de fecha 9 de abril pasado, registrado de entrada en Diputación el día 12 y entregado a este Departamento de Asistencia a Municipios el día 15 del mismo mes, ha solicitado la emisión de un Informe sobre una serie de cuestiones suscitadas a raíz de la petición formulada por la Presidencia de la Comunidad de Propietarios de una determinada Urbanización establecida en el municipio para que se someta a la aprobación del Pleno la aprobación del proyecto de Estatutos, elaborado con el fin de constituir una Entidad Urbanística Colaboradora de Conservación.

Como información adicional a las cuestiones planteadas, que posteriormente se indicarán, la primera autoridad municipal nos habla, en primer lugar, del resultado de la consulta formulada por la referida Comunidad de Propietarios a la Consejería de Fomento de la Junta, que, al parecer, entienden favorable, aunque nada se nos dice sobre el sentido o contenido de la misma. 
A continuación, el Sr. Alcalde se refiere en su escrito a las conversaciones mantenidas con anterioridad a la presentación del escrito de petición de aprobación de los mencionados Estatutos entre el Ayuntamiento, sus servicios técnicos y los representantes de la Urbanización, con la finalidad de estudiar la posibilidad de acceder a su pretensión, al tiempo que nos informa de los antecedentes documentales y de hecho existentes en el Ayuntamiento sobre la referida Urbanización.

Entre los antecedentes mencionados y referidos a la indicada Urbanización, se constata la existencia de una actuación urbanizadora ejecutada con arreglo a un Plan Parcial aprobado por la Comisión Provincial de Urbanismo, con fecha 29 de noviembre de 1978, si bien no le consta al Ayuntamiento que en unión del citado Plan Parcial se aprobara, en su día, el Proyecto de Reparcelación de la Unidad de Actuación, razón por la cual se procedió a solicitar de la Consejería de Fomento una copia de todos los documentos existentes en sus archivos sobre dicha Urbanización, sin que, al parecer, éstos se hayan podido obtener, pues no existen. En tales circunstancias, el Ayuntamiento parece considerar que es, precisamente, la ausencia de aprobación del Proyecto de Reparcelación el motivo principal que explicaría que no se haya ejecutado la transferencia al dominio público de los suelos, servicios y sistemas de cesión obligatoria que el Plan Parcial preveía. Pero, como vamos a tener ocasión de mostrar en el punto primero de nuestro Informe, dicha suposición o conclusión es completamente errónea.
Nos informa, igualmente, el Sr. Alcalde que, tras consultar el Inventario de Bienes de la Corporación y el Registro de la Propiedad, no les consta que se haya tramitado expediente alguno de recepción, total o parcial, de las obras de urbanización realizadas en el ámbito de referencia, ni, por tanto, “la titularidad pública de los viales, acerado, sistemas generales, dotaciones, infraestructuras, etc.” existentes en la misma. No obstante lo cual, nos hace saber también que, según el informe emitido por el Arquitecto municipal, se habrían ejecutado la totalidad de las obras de urbanización previstas en el Plan Parcial aprobado en su día, aunque dichas obras no se ajustarían a las determinaciones de la legislación urbanística actual para ser consideradas como propias del suelo urbano –en concreto, faltaría el acerado en las vías públicas–.
A la vista de los antecedentes expuestos, entiende el Ayuntamiento que dado el tiempo transcurrido desde la aprobación de la Urbanización es preciso proceder a su regularización, aunque ante la solicitud de la Comunidad de Propietarios, al principio aludida, y las fundadas dudas que al Sr. Alcalde se le plantean sobre la manera correcta de proceder, nos formula las siguientes cuestiones:

1ª “¿Es posible recepcionar las obras de urbanización en cumplimiento de lo previsto en el Plan Parcial Original sin que se verifiquen todos los requisitos sustantivos del suelo urbano según la legislación vigente hoy?” 
2ª “¿Es posible recepcionar las obras de urbanización y constituir una Entidad Urbanística Colaboradora sin que se haya aprobado el pertinente proyecto de reparcelación?”
En este punto, el Sr. Alcalde nos recuerda que existen más de 450 parcelas segregadas de una finca matriz, así como la cesión mediante escritura otorgada a favor de una Comunidad de Propietarios de parte de los suelos dotacionales que preveía el Plan Parcial, habiéndose cedido, igualmente, unas parcelas con aprovechamiento lucrativo al Ayuntamiento, “pero no se han cedido bajo ningún título viales, sistemas generales y otros suelos verdes o dotacionales, que constan a nombre y con propiedad de un tercero o de la Comunidad”.

Añadiendo, a continuación, que “de facto, no se conocen claramente cuáles son los suelos públicos en la zona, amén de los viales”, y que “existe controversia sobre el destino público o privado de suelos dotacionales y este Ayuntamiento conoce que se han realizado operaciones jurídicas sobre suelo que podrían ser de uso o servicio público”.  
3ª Con tales antecedentes, se nos pregunta finalmente si “podría el Ayuntamiento bajo otro título jurídico administrativo regularizar la situación de estos suelos e incorporarlos al dominio/servicio público”.
Pues bien, a la vista de las cuestiones planteadas –que, dicho sea de paso, poco o nada tienen que ver con la solicitud formulada por la Comunidad de Propietarios de la Urbanización–, así como de la información proporcionada en el escrito de petición de informe, una vez estudiado y analizado el contenido de unos y otra, tras consultar la legislación que consideramos de aplicación al caso, que en su momento se citará, se procede a emitir el siguiente,

                                                      INFORME

PRIMERO
Comenzando con un comentario a la apreciación realizada por el Sr. Alcalde en su escrito sobre las posibles consecuencias negativas que para el dominio público habría tenido la ausencia del mencionado Proyecto de Reparcelación, cabe recordar que en la legislación urbanística vigente durante el periodo en que se llevaron a cabo las expresadas obras de urbanización no era estrictamente necesaria la presentación y aprobación del invocado proyecto de reparcelación. Eso es, al menos, lo que se deduce de lo dispuesto, entre otros, en el entonces vigente artículo 98.1, letra b), del Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación (TRLS76, en adelante), en el que se decía que la reparcelación se entendería iniciada con la aprobación de la delimitación del polígono o unidad de actuación, salvo que se hubiera “aprobado expresamente la actuación por el sistema de expropiación o sea innecesaria en virtud del acuerdo aprobatorio en el sistema de compensación”.
Por eso creemos que está equivocado el Ayuntamiento al pretender anudar la obtención de los terrenos que por Ley le corresponden, como Administración actuante y titular de los beneficios derivados del planeamiento, a la previa aprobación del correspondiente proyecto de reparcelación, pues, como decía el artículo 124.1 del TRLS76, entonces aplicable, “Las obligaciones y cargas de los propietarios del suelo (…) serían objeto de distribución justa entre los mismos, juntamente con los beneficios derivados del planeamiento, en la forma que libremente convengan mediante compensación o reparcelación”. 
En dicho contexto legal, queda claro, pues, que era posible tanto la aprobación de un proyecto de reparcelación como de compensación, cuya aprobación definitiva por el órgano correspondiente de la Administración actuante producía, por otra parte, “los mismos efectos jurídicos que la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación”, según disponía el artículo 174.4 del Reglamento de Gestión Urbanística (RGU, en adelante), que dictado en desarrollo del TRLS76, fue aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto. Para ello, el mencionado órgano administrativo debía, una vez aprobado definitivamente el proyecto de compensación, otorgar escritura pública o expedir documento administrativo “con las solemnidades y requisitos dispuestos para las actas de sus acuerdos, [y] con el contenido expresado en el artículo 113.1 de este Reglamento”, según lo dispuesto en el apartado 3 del citado precepto reglamentario.
Por tanto, cabe concluir este comentario afirmando que, en el contexto legal vigente en el momento de ejecución de la indicada Urbanización, la aprobación de un proyecto de reparcelación no era estrictamente necesaria para entender formalizado a través de él la cesión obligatoria y gratuita al Ayuntamiento de los terrenos destinados “con carácter permanente a viales, parques y jardines públicos, zonas deportivas públicas y de recreo y expansión, centros culturales y docentes y demás servicios públicos necesarios”, de que hablaba el artículo 84.3, letra a), del TRLS76, pues muy bien pudo haberse realizado dicha cesión mediante la aprobación del oportuno proyecto de compensación, con el contenido expresado, con carácter general, en el artículo 172
 o, para el caso de propietario único de los terrenos, en el artículo 173
, ambos del RGU.

SEGUNDO
Aclarada la cuestión sobre las supuestas consecuencias derivadas de la ausencia de un Proyecto de Reparcelación, que, en su día, determinara y atribuyera al Ayuntamiento el suelo dotacional que por Ley le correspondía –pues parece que el correspondiente al suelo lucrativo sí fue objeto de cesión–, y ante la solicitud formulada por la Presidencia de la Comunidad de Propietarios de la Urbanización para que se apruebe por el Pleno de la Corporación el proyecto de Estatutos de la Entidad Urbanística Colaboradora de Conservación que tienen previsto constituir, hay que decir, en primer lugar, que ya el artículo 25.2 del RGU preveía la constitución de tales Entidades de conservación de las obras de urbanización, como consecuencia bien de la transformación de las Juntas de Compensación o de las Asociaciones Administrativas de Propietarios en el sistema de cooperación, o sin que, específicamente y con carácter previo, se hubieran llegado a constituir ninguna de dichas Entidades durante la fase de ejecución de las obras de urbanización. 
En segundo lugar, hay que recordar también que, según el apartado 3 del citado precepto reglamentario, la constitución de una Entidad urbanística de conservación resultaba obligada siempre que el deber de conservación de las obras de urbanización recayera sobre los propietarios comprendidos en un polígono o unidad de actuación, en virtud de las determinaciones del propio Plan de ordenación o de las bases del Programa de actuación urbanística a desarrollar. En tales circunstancias, la pertenencia a la Entidad de conservación era además obligatoria para todos los propietarios comprendidos en el ámbito territorial de la actuación.
En la actualidad, el artículo 135.1 del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística en Castilla-La Mancha (TRLOTAU, en adelante) –aplicable en estos momentos–, tras imponer a la Administración actuante el deber de conservación de las obras de urbanización realizadas por gestión indirecta o por particulares, con carácter general, hace una salvedad, a continuación, respecto de las actuaciones urbanizadoras autónomas de uso turístico o residencial de baja densidad y de carácter aislado, permitiendo en tales casos las constitución de Entidades urbanísticas de conservación.
Por consiguiente, si se dan las condiciones señaladas en el citado precepto legal, no vemos ningún inconveniente para que el Ayuntamiento acceda a tramitar la aprobación del proyecto de Estatutos presentados por la Comunidad de Propietarios de la Urbanización, en los términos y condiciones establecidas en los artículos 22 y siguientes del Reglamento de la Actividad de Ejecución del TRLOTAU, aprobado por Decreto 29/2011, de 19 de abril, máxime teniendo en cuenta que, según nos dicen, la Consejería de Fomento habría informado favorablemente la consulta realizada al efecto, y que de esta forma el Ayuntamiento se ahorraría el coste de completar las obras que faltan en la Urbanización, de acuerdo con los requerimientos legales exigidos en la actualidad.

No obstante, lo que el Ayuntamiento nos pregunta, en primer lugar, es si es posible recepcionar las obras de urbanización, que realizadas conforme al Plan Parcial original, necesitarían ser completadas previamente de acuerdo con los servicios requeridos por la actual legislación para que el suelo de la Urbanización pueda ser considerado como urbano. Pues bien, el Ayuntamiento no tiene, a nuestro juicio, por qué plantearse dicha posibilidad, pues, además de que parece que no es ese el objetivo de la Comunidad de Propietarios, a la vista de su voluntad de constituirse en una Entidad Urbanística de Conservación, ya hemos dicho en el párrafo anterior que de hacerlo así el Ayuntamiento se vería obligado, muy probablemente, a tener que asumir un coste adicional en nuevas obras hasta completar la urbanización, en perjuicio del resto de la comunidad de vecinos del municipio.

En segundo lugar, el Ayuntamiento nos pregunta si es posible recepcionar las obras de urbanización y constituir, al mismo tiempo, la Entidad Urbanística de Conservación, sin que previamente se haya aprobado el pertinente Proyecto de Reparcelación; extendiéndose a continuación en una serie de aclaraciones que –expuestas en la introducción de nuestro informe– creemos que denotan cierta confusión respecto del verdadero sentido o finalidad de la cuestión planteada. Así, a la pregunta sobre si es posible recepcionar las obras de urbanización y constituir, al mismo tiempo, la Entidad Urbanística de Conservación pretendida por la Comunidad de Propietarios, debemos responder que ambos objetivos parecen antitéticos entre sí, pues si se quiere ahora constituir la referida Entidad es precisamente para el mantenimiento y conservación de las obras de urbanización, en cuyo caso el Ayuntamiento se limitaría a vigilar y controlar que los servicios prestados por la citada Entidad se ajusten a la legalidad.

Otra cosa distinta es la entrega y recepción por el Ayuntamiento de los suelos dotacionales y su localización, que, según nos dicen, no fueron objeto de cesión en su día por el promotor de la Urbanización, y que el Ayuntamiento pretende ahora recuperar mediante la tramitación y aprobación de un proyecto de reparcelación. Pues bien, a esta cuestión cabe responder, en primer lugar, que la cesión a que efectivamente tuvo derecho el Ayuntamiento según las determinaciones del Plan Parcial aprobado en su día para la ejecución de la Urbanización y del que no existe rastro, al parecer, ni en los archivos municipales ni en los de la Consejería de Fomento, pasaría ineludiblemente por la necesaria negociación entre el Ayuntamiento y la Comunidad de Propietarios de la Urbanización; negociación en la que habría de concretarse tanto el alcance y extensión de los terrenos a ceder, en función de las propias necesidades de la Urbanización, como la localización de éstos y su afectación al destino que, ante la ausencia de plan de ordenación, se acuerde entre las partes. En segundo lugar,  cabe responder que para ejecutar las determinaciones anteriores no es estrictamente indispensable la tramitación y aprobación de un proyecto de reparcelación, como parece que pretende el Ayuntamiento, sino que bastará con la elevación a públicos de los acuerdos a que finalmente lleguen el Ayuntamiento y la Comunidad de Propietarios o, simplemente, “que conste el acuerdo de los titulares registrales con la Administración actuante, formalizado en acta administrativa de la que expedirá la certificación correspondiente, en los términos previstos en el artículo 2 de este Reglamento”, según lo dispuesto en el artículo 30.3 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística.
En cuanto a la tercera de las cuestiones planteadas por el Ayuntamiento, sobre bajo qué otro título jurídico administrativo podría éste regularizar la situación de los suelos objeto de cesión para incorporarlos al dominio público, creemos que ha quedado implícitamente respondida con lo dicho en el párrafo anterior. No obstante, partiendo de la hipótesis de la legalidad de la Urbanización ante la ausencia de documentos que lo prueben, cabe añadir también que, en caso de no llegar a un acuerdo, el Ayuntamiento siempre podría hacer uso de su potestad de planeamiento y a través del mecanismo previsto en el artículo 14.1
 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo estatal, promover una actuación de transformación urbanística con vistas a conseguir bien la reforma o renovación de la Urbanización en su conjunto, bien el incremento de las dotaciones públicas con que ésta cuenta; quedando obligados los propietarios, en tal caso, al cumplimiento de los deberes legales a que se refiere el siguiente artículo 16
 del citado texto legal.

Es cuanto me corresponde informar al respecto, advirtiendo expresamente a los destinatarios del presente Informe que las opiniones vertidas en el mismo se someten a cualesquiera otras mejor fundadas en derecho, ya que no pretenden, en modo alguno, sustituir o suplir el contenido de aquellos otros Informes que se hayan podido solicitar o que preceptivamente deban emitirse para la válida adopción de los acuerdos.

                                      Toledo,  26 de abril de 2013

� Artículo 172. 


De acuerdo con los criterios establecidos en las bases de actuación, la Junta formulará un proyecto de compensación que contendrá las determinaciones siguientes: 


a) Descripción de las propiedades antiguas, según los títulos aportados, con las correcciones procedentes, y, en defecto de títulos, según planos. Se expresarán las cargas y gravámenes, condiciones, sustituciones y demás derechos que las afecten; el respectivo propietario, si fuera conocido, la cuantía de su derecho en el proyecto de compensación, y el criterio utilizado para definirlo y cuantificarlo.


Cuando participen en el proyecto de compensación propietarios de suelo exterior al polígono, se describirán las fincas que les fueron ocupadas.


b) Descripción de las fincas resultantes, incluyendo, en su caso, las que corresponden a la Administración adjudicataria del 10 por 100 del aprovechamiento medio, titulares a quienes se adjudiquen y concepto en que lo fueren. Se expresará respecto de cada finca la antigua a la que corresponda o el derecho que da lugar a la adjudicación; así como las cargas y gravámenes, condiciones, sustituciones y demás derechos que las afecten, por no ser incompatibles con el planeamiento.


c) Localización de los terrenos de cesión obligatoria y de las reservas que establezca el plan.


d) Superficies o parcelas que la propia Junta se reserve, en su caso, para enajenarlas directamente, con el fin de sufragar los gastos previstos de la urbanización.


e) Compensaciones en metálico, si fuesen procedentes por diferencias en las adjudicaciones.


� Artículo 173. 


En los supuestos de propietario único, el proyecto de compensación se limitará a expresar la localización de los terrenos de cesión obligatoria y de las reservas que establezca el plan, así como la localización de las parcelas edificables, con señalamiento de aquellas en que se sitúe el 10 por 100 del aprovechamiento que corresponda a la Administración actuante.


� Artículo 14. Actuaciones de transformación urbanística. 


1. A efectos de esta Ley, se entiende por actuaciones de transformación urbanística:


a) Las actuaciones de urbanización, que incluyen:


1) Las de nueva urbanización, que suponen el paso de un ámbito de suelo de la situación de suelo rural a la de urbanizado para crear, junto con las correspondientes infraestructuras y dotaciones públicas, una o más parcelas aptas para la edificación o uso independiente y conectadas funcionalmente con la red de los servicios exigidos por la ordenación territorial y urbanística.


2) Las que tengan por objeto reformar o renovar la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado.


b) Las actuaciones de dotación, considerando como tales las que tengan por objeto incrementar las dotaciones públicas de un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenación urbanística a una o más parcelas del ámbito y no requieran la reforma o renovación integral de la urbanización de éste.


� Artículo 16. Deberes de la promoción de las actuaciones de transformación urbanística. 


1. Las actuaciones de transformación urbanística comportan, según su naturaleza y alcance, los siguientes deberes legales:


a) Entregar a la Administración competente el suelo reservado para viales, espacios libres, zonas verdes y restantes dotaciones públicas incluidas en la propia actuación o adscritas a ella para su obtención.


En las actuaciones de dotación, la entrega del suelo podrá ser sustituida por otras formas de cumplimiento del deber en los casos y condiciones en que así lo prevea la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.


b) Entregar a la Administración competente, y con destino a patrimonio público de suelo, el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación, o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística.


En las actuaciones de dotación, este porcentaje se entenderá referido al incremento de la edificabilidad media ponderada atribuida a los terrenos incluidos en la actuación.


Con carácter general, el porcentaje a que se refieren los párrafos anteriores no podrá ser inferior al cinco por ciento ni superior al quince por ciento.


La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del veinte por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo.


La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del artículo 10.


c) Costear y, en su caso, ejecutar todas las obras de urbanización previstas en la actuación correspondiente, así como las infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios y las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación que ésta demande por su dimensión y características específicas, sin perjuicio del derecho a reintegrarse de los gastos de instalación de las redes de servicios con cargo a sus empresas prestadoras, en los términos establecidos en la legislación aplicable.


Entre las obras e infraestructuras a que se refiere el párrafo anterior, se entenderán incluidas las de potabilización, suministro y depuración de agua que se requieran conforme a su legislación reguladora y la legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá incluir asimismo las infraestructuras de transporte público que se requieran para una movilidad sostenible.


d) Entregar a la Administración competente, junto con el suelo correspondiente, las obras e infraestructuras a que se refiere la letra anterior que deban formar parte del dominio público como soporte inmueble de las instalaciones propias de cualesquiera redes de dotaciones y servicios, así como también dichas instalaciones cuando estén destinadas a la prestación de servicios de titularidad pública.


e) Garantizar el realojamiento de los ocupantes legales que se precise desalojar de inmuebles situados dentro del área de la actuación y que constituyan su residencia habitual, así como el retorno cuando tengan derecho a él, en los términos establecidos en la legislación vigente.


f) Indemnizar a los titulares de derechos sobre las construcciones y edificaciones que deban ser demolidas y las obras, instalaciones, plantaciones y sembrados que no puedan conservarse.


2. Los terrenos incluidos en el ámbito de las actuaciones y los adscritos a ellas están afectados, con carácter de garantía real, al cumplimiento de los deberes del apartado anterior. Estos deberes se presumen cumplidos con la recepción por la Administración competente de las obras de urbanización o, en su defecto, al término del plazo en que debiera haberse producido la recepción desde su solicitud acompañada de certificación expedida por la dirección técnica de las obras, sin perjuicio de las obligaciones que puedan derivarse de la liquidación de las cuentas definitivas de la actuación.


3. Los convenios o negocios jurídicos que el promotor de la actuación celebre con la Administración correspondiente, no podrán establecer obligaciones o prestaciones adicionales ni más gravosas que las que procedan legalmente en perjuicio de los propietarios afectados. La cláusula que contravenga estas reglas será nula de pleno Derecho.
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